
 

 
 
 
 
 
 
  

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación analizó la constitucionalidad del artículo 79, 
tercer párrafo, de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, que prevé la inembargabilidad de los 
recursos de la subcuenta de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, frente al interés superior de la infancia 
y su derecho a recibir alimentos, cuando se solicita el embargo de éstos para garantizar el cumplimiento de 
esa obligación. 
 
En su fallo, el Alto Tribunal destacó que la prohibición del embargo de los recursos de la subcuenta de retiro, 
cesantía en edad avanzada y vejez, no deriva del artículo 123 constitucional, que prevé el derecho de las 
personas trabajadoras a la seguridad social, sino de las leyes secundarias, en el caso de los trabajadores al 
servicio del Estado, de las que reglamentan las cuentas individuales: el artículo 79 de la Ley de los Sistemas 
de Ahorro para el Retiro y, en su caso, del artículo 83, de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado. Por ello, si bien la inembargabilidad de los recursos mencionados tiene como 
finalidad satisfacer la seguridad social, lo cierto es que tal prohibición no existe a nivel constitucional. Por 
ende, si se confronta esa prohibición con el interés superior del menor, debe prevalecer este último. 
 
Pensar lo contrario, implicaría dar cabida a que el Estado incumpla con la obligación de velar por el interés 
superior de la infancia. Además, permitiría que los progenitores incumplan con la obligación que tienen 
respecto a sus hijos menores de satisfacer sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano 
esparcimiento para su desarrollo integral; lo cual no es posible, porque ello necesariamente se traduciría en 
un perjuicio para la niñez. 
 
En este sentido, el Alto Tribunal reflexionó, en principio, que los recursos que componen la subcuenta de 
retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, pertenecen netamente a la persona trabajadora —sin importar de 
donde provengan—, quien no puede disponer libremente de esos recursos, pues están destinados a que el 
trabajador tenga un retiro digno, asegurándole una pensión a través de la cual pueda satisfacer sus 
necesidades. Por ese motivo, para que los trabajadores puedan disponer de esos recursos, deben cumplir 
los requisitos legales aplicables, los cuales se relacionan con la edad y los años de servicio que deben 
cumplir para poder disponer de ellos.  
 
Sin embargo, conforme al artículo 77, fracción II, de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 
los Trabajadores del Estado, la subcuenta de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez no es del todo 
indisponible, pues permite que el trabajador pueda acceder a una parte de los recursos que en ella se 
contienen cuando queda desempleado, lo que es lógico porque si bien el artículo 123 constitucional, prevé 
el derecho a la seguridad social de los trabajadores, lo cierto es que la seguridad social a que se refriere, 
alude a diversas protecciones contra situaciones que pueden poner en estado de especial vulnerabilidad 
social a los trabajadores, y esa vulnerabilidad no sólo se puede presentar cuando alcanza los requisitos 
necesarios para obtener una jubilación por retiro, cesantía en edad avanzada o vejez, sino que también se 
puede suscitar cuando el trabajador pierde su empleo. 
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De esta manera, la Sala estimó que, si el trabajador puede disponer de una parte de los recursos acumulados 
en la subcuenta de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez cuando está desempleado —a saber, la cantidad 
que resulte menor entre 75 días de su propio sueldo básico de los últimos 5 años, o el 10% del saldo de la 
propia subcuenta a partir del día natural 46 contado desde el día en que quedó desempleado—, nada impide 
que, de manera excepcional, dicha subcuenta pueda ser embargada en la misma proporción en que el 
trabajador desempleado podría disponer voluntariamente de esos recursos, con el fin de garantizar los 
alimentos de una hija o hijo menor de la persona trabajadora titular de la subcuenta.  
 
Esto, pues sería un contrasentido que pueda disponer de una parte de los recursos depositados en la 
subcuenta mencionada para que ésta y su familia puedan subsistir en tanto encuentra otro empleo; y por otro, 
sostener que no se puede embargar, en la misma proporción, esa parte de los recursos, para que la persona 
trabajadora cumpla con la obligación alimentaria que tiene hacia su hija o hijo, pues eso no sólo iría contra 
la lógica que permite que la persona trabajadora disponga de una parte de esos recursos, sino que además 
implicaría dejar a su voluntad, el cumplimiento de esa obligación, lo cual no es posible, en tanto que se 
atentaría contra el interés superior de la infancia. 
 
Así, es dable concluir que la inembargabilidad de la subcuenta de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez 
no es absoluta, pues podrá disponerse de los recursos depositados en ella cuando el trabajador titular de 
ésta deja de estar sujeto a la relación laboral y, excepcionalmente, mediante orden judicial, cuando el 
embargo sea para garantizar la pensión alimenticia de una niña, niño o adolescente. 
 
Para este último caso, antes de ordenar el embargo de tales recursos, la persona juzgadora deberá: (i) 
cerciorarse que el deudor alimentario realmente se encuentra desempleado; y que, además, carece de otros 
bienes con los cuales pueda hacer frente a su obligación alimentaria; (ii) embargar en primer término la 
subcuenta de aportaciones voluntarias, únicamente sobre el monto excedente de veinte veces el salario 
mínimo elevado al año; (iii) en caso de que no existan aportaciones voluntarias o ya se haya embargado y 
agotado el excedente antes mencionado, proceder al embargo de la subcuenta de retiro, cesantía en edad 
avanzada y vejez, pero sólo por el equivalente a los recursos que el trabajador podría disponer 
voluntariamente; y (iv) en cualquiera de las dos hipótesis, instruir al Instituto o en su caso a la Afore 
correspondiente, para que vayan suministrando de manera semanal el monto correspondiente a la pensión 
indispensable para asegurar la subsistencia del menor acreedor en su mínimo vital, hasta en tanto el deudor 
consiga un nuevo empleo, o bien se agote el monto de los recursos de los que se puede disponer 
voluntariamente. 
 
Con base en esta interpretación, la Primera Sala deliberó que es posible salvar la constitucionalidad del tercer 
párrafo del artículo 79 de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, en las porciones normativas 
mencionadas, al tiempo que se procura el interés superior de las personas menores de edad. 
 
Amparo en revisión 652/2024. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Resuelto en sesión del 9 de 
julio de 2025, por unanimidad de cinco votos. 
 
Versión de audio en: https://scjn.ovp-vivaro.digital/embed/?v=88531687538b3209ec  
 

LA PRIMERA SALA DEFINE LA METODOLOGÍA PARA RESOLVER CONFLICTOS DE 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN ENTRE PERSONAS SERVIDORAS PÚBLICAS 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación conoció de un caso en el que, durante un 
programa de televisión producido con recursos públicos, una Gobernadora hizo declaraciones sobre un 
Senador de la República y difundió una supuesta conversación con un dirigente partidista, insinuando que 
ambos manipulaban el sistema de impartición de justicia. 
 

https://scjn.ovp-vivaro.digital/embed/?v=88531687538b3209ec
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DOCUMENTO CON FINES DE DIFUSIÓN. LAS ÚNICAS FUENTES OFICIALES SON 

LAS SENTENCIAS EMITIDAS POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN, ASÍ COMO EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN Y SU GACETA. 
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Ante esos hechos, el Senador promovió un juicio de amparo indirecto, el cual le fue concedido por el Juzgado 
de Distrito, al considerar que la Gobernadora difundió información que no era objetiva ni imparcial, sin tener 
facultades legales y vulnerando los derechos del legislador. Así, ordenó a la Gobernadora que se abstuviera 
de continuar realizando expresiones similares o difundiendo comunicaciones obtenidas sin autorización. En 
desacuerdo, la Gobernadora interpuso un recurso de revisión, alegando que no se aplicó correctamente el 
estándar de veracidad fijado por la Suprema Corte, pues ella no actuó con real malicia. A petición del Tribunal 
Colegiado, el alto tribunal atrajo el asunto para su resolución. 
 
En su fallo, la Primera Sala reflexionó que la doctrina sobre el sistema dual de protección de la libertad de 
expresión y la real malicia no es aplicable en este caso, pues ésta se construyó para la revisión de 
expresiones realizadas por personas periodistas o medios de comunicación en relación con personas 
públicas o con proyección pública. Sin embargo, este es un conflicto de libertad de expresión entre personas 
funcionarias, fuera de un contexto de deliberación política. Por tanto, deben tomarse en cuenta otros 
factores, ya que las personas funcionarias tienen un deber reforzado de debida diligencia y de cuidado, más 
aún tratándose de altos mandos. 
 
En este sentido, el máximo tribunal resolvió que para establecer si las expresiones de una persona 
funcionaria merecen protección constitucional, primero debe confirmarse si actuó en su faceta de 
funcionaria y, de ser así, debe verificarse: a) si la expresión o información es de interés público, b) el contexto 
en que se difundió y la posición de quien dice haber sido afectado, c) si la autoridad emisora verificó 
razonablemente los hechos que fundamentan sus pronunciamientos, y d) que las expresiones o información 
no vulneren derechos fundamentales. 
 
De esta manera, al aplicar el estándar referido al caso, la Sala concluyó que la información y opiniones 
difundidas por la Gobernadora no están protegidas por la libertad de expresión, pues aun cuando eran de 
interés público, no verificó razonablemente los hechos y se limitó a divulgar datos posiblemente obtenidos 
de forma ilícita, descontextualizados y sin objetividad, lo cual afecta la privacidad del Senador que solicitó 
el amparo. 
 
Además, de permitirse que los servidores públicos, en ejercicio de sus funciones, usen recursos del Estado 
para difundir información sin veracidad y objetividad u opiniones sin base razonable, generaría una 
desigualdad en la deliberación pública, así como tolerar la difusión de información cuya obtención lícita es 
dudosa, implicaría permitir que las autoridades intervengan comunicaciones privadas, sin respaldo legal. 
 
No obstante, la Primera Sala determinó modificar los efectos del amparo, al considerar que la orden de 
abstenerse de emitir expresiones similares en el futuro constituye un acto de censura previa. Por tanto, 
únicamente se concedió el amparo para que se retire el contenido del programa en el que se transmitieron 
las expresiones controvertidas, así como sus réplicas en las redes sociales Twitter (ahora X), YouTube y 
Facebook de las autoridades responsables. 
 
Amparo en revisión 673/2024. Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Resuelto en sesión de 9 de julio 
de 2025, por unanimidad de cinco votos. 
 
Versión de audio en: https://scjn.ovp-vivaro.digital/embed/?v=88532687539d21e822  
 

https://scjn.ovp-vivaro.digital/embed/?v=88532687539d21e822

